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                    Corte Suprema de Justicia
                           Secretaría General

San José, 3 de abril de 2019
N° 3417-19
Al contestar refiérase a este # de oficio

Señora

Máster Ana Eugenia Romero Jenkins

Directora Ejecutiva 

Estimada señora:

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 30-19 celebrada el 2 de abril del 2019, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XXI 
Documento N° 3598-19

En oficio número 1329-DE-2019, del 21 de marzo de 2019, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el siguiente informe:

“Para conocimiento del Consejo Superior, traslado copia del oficio N° DFOE-PG-0141 de 20 de marzo en curso, suscrito por la licenciada Damaris Vega Monge, Gerente de Área de la Contraloría General de la República, mediante el cual remite el informe N° DFOE-PG-IF-00002-2019 “Auditoría Financiera sobre la ejecución presupuestaria realizada por el Poder Judicial, correspondiente al ejercicio económico 2018”.

Al respecto, resulta importante indicar que la opinión del Órgano Contralor es positiva y sin reservas, tal y como transcribo a continuación:

“1.2 En opinión de la Contraloría General, la partida de Remuneraciones, Servicios, Transferencias Corrientes y Transferencias de Capital, contenidas en la Liquidación del Presupuesto de la República del ejercicio económico 2018, se presenta razonablemente con fundamento en lo establecido en la Ley 8131 “Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” y su Reglamento, así como con las disposiciones legales, reglamentarias y otra normativa emitida por el Ministerio de Hacienda.””
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A esos efectos se transcribe el informe número DFOE-PG-IF-00002-2019, del 20 de marzo de 2019, suscrito por la licenciada Damaris Vega Monge, Gerente de Área, el máster Mario Alberto Pérez Fonseca, Asistente Técnico y la licenciada Tatiana Méndez Flores, fiscalizadora, todos de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, que literalmente dice:

“1. INFORME DE AUDITORÍA FINANCIERA

PARTIDAS PRESUPUESTARIAS AUDITADAS

1.1. La Contraloría General realizó la auditoría de los saldos de las partidas presupuestarias de Remuneraciones, Servicios, Transferencias Corrientes y Transferencias de Capital del Poder Judicial contenidas en la Liquidación del Presupuesto de la República del ejercicio económico 2018, con fundamento en lo establecido en la Ley 8131 “Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” y su Reglamento.

1.2. En opinión de la Contraloría General, la partida de Remuneraciones, Servicios, Transferencias Corrientes y Transferencias de Capital, contenidas en la Liquidación del Presupuesto de la República del ejercicio económico 2018, se presenta razonablemente con fundamento en lo establecido en la Ley 8131 “Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” y su Reglamento, así como con las disposiciones legales, reglamentarias y otra normativa emitida por el Ministerio de Hacienda.

FUNDAMENTO DE LA OPINIÓN

1.3. Nuestra auditoría se efectuó de acuerdo con lo estipulado en las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, el Manual General de Fiscalización Integral (MAGEFI), el Procedimiento de Auditoría de la Contraloría General de la República, los lineamientos establecidos en las Normas Internacionales de las Entidades Fiscalizadoras Superiores emitidas por la INTOSAI y el Marco Ético de los Funcionarios de la Contraloría General. Nuestras responsabilidades de acuerdo con dichas normas se describen más adelante en la sección Responsabilidades de la Contraloría General. Este Órgano Contralor considera que la evidencia de auditoría que ha obtenido proporciona una base suficiente y adecuada para su opinión de auditoría.

RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN EN RELACIÓN CON LA LIQUIDACIÓN PRESUPUESTARIA

1.4. La Administración del Poder Judicial es la responsable del adecuado y oportuno cumplimiento de todas las etapas relacionadas con el proceso presupuestario, que son: programación, formulación, ejecución, control y evaluación presupuestaria, acorde con el ordenamiento jurídico y la normativa técnica vigente. También, es responsable del establecimiento del sistema de control interno pertinente para proporcionar una seguridad razonable de que la gestión del presupuesto se lleva a cabo en forma controlada, de tal manera que se minimice el riesgo de uso indebido de los recursos públicos por errores materiales o fraude y se cumpla con el ordenamiento jurídico y la normativa técnica aplicable, entre otros aspectos.

1.5. Los responsables del gobierno de la entidad son responsables de la supervisión del proceso de información financiera de la institución.

RESPONSABILIDAD DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

1.6. Es responsabilidad de la Contraloría General de la República expresar una opinión sobre la razonabilidad de los saldos de las partidas presupuestarias auditadas, de conformidad con los artículos 181 y 184 de la Constitución Política y con el artículo 52 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, referentes a la fiscalización que debe realizar el Órgano Contralor sobre la ejecución y liquidación de los presupuestos ordinarios y extraordinarios de la República, y a la emisión de un dictamen sobre la Liquidación del Presupuesto de la República, que debe remitirse a la Asamblea Legislativa el 1° de mayo de cada año.

1.7. Además, una auditoría implica realizar procedimientos para obtener evidencia de auditoría acerca de los montos y revelaciones de las partidas auditadas. Los procedimientos seleccionados dependen del juicio de los auditores, incluyendo la evaluación de los riesgos de errores significativos, debido ya sea a fraude o error. Al efectuar esas evaluaciones de riesgos, los auditores consideran el control interno pertinente en la ejecución del presupuesto por parte de la entidad, con el objeto de diseñar procedimientos de auditoría que sean apropiados a las circunstancias, pero no con el propósito de expresar una opinión sobre la efectividad del control interno en operación en esa institución.

1.8. Además, comunicamos a la Administración el alcance y el momento de realización de los procedimientos de la auditoría planificados.

(…).”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 1329-DE-2019 del 21 de marzo de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante el cual trasladó copia del oficio número DFOE-PG-0141, del 20 de marzo en curso, suscrito por la licenciada Damaris Vega Monge, Gerente de Área, el máster Mario Alberto Pérez Fonseca, Asistente Técnico y la licenciada Tatiana Méndez Flores, fiscalizadora, todos de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, en que remiten el informe DFOE-PG-IF-00002-2019 denominado “Auditoría Financiera sobre la ejecución presupuestaria realizada por el Poder Judicial, correspondiente al ejercicio económico 2018”. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Plena.
La Contraloría General de la República y la Dirección Ejecutiva tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”

Atentamente, 

Lic. Eduardo Chacón Monge

Prosecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

c: 
Contraloría General de la República 

Departamento Financiero Contable

Sra. Catalina Conejo Valverde, Prosecretaria de Corte Plena


Sr. Francisco Paniagua Rodriguez, Prosecretario de Corte Plena
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